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L
a falta de acreditación del ejer-
cicio de la opción de prórroga 
prevista expresamente en el 

contrato determinó que el vínculo 
de franquicia entre FranMar SRL y 
Betu SRL hubiera finalizado el 31 
de octubre de 2015.  

Con ese fundamento, y al consi-
derar además que correspondía 
aplicar el Código Civil vigente 
cuando se celebró el negocio y no 
las disposiciones posteriormente 
incorporadas al Código Civil y Co-
mercial, la Cámara 8ª en lo Civil y 
Comercial de la ciudad de Córdo-
ba rechazó la apelación de la firma 
citada y confirmó la sentencia que 
había admitido la demanda de 
FranMar.  

El tribunal estuvo integrado 
por Gabriela Lorena Eslava, Ma-
ría Rosa Molina de Caminal y 
Diego Giovannoni.  

Betu cuestionó la sentencia del 
tribunal de grado que había re-
chazado su acción declarativa de 
certeza y admitido la demanda 
de FranMar, condenándola, jun-
to con los garantes, al pago de 
US$25.500 por la multa contrac-
tual y $21.780 por conceptos 
adeudados, con intereses. La re-
currente sostuvo que se había 
partido erróneamente de que la 
franquicia terminó el 31 de octu-
bre de 2015 y objetó tanto la mul-
ta como las facturas reclamadas. 

La firma también argumentó 

que correspondía aplicar el Có-
digo Civil y Comercial porque el 
contrato continuaba en ejecu-
ción cuando entró en vigencia el 
nuevo ordenamiento.  

Invocó, entre otras, las disposi-
ciones de los artículos 1506 y 
1516, relativas a la franquicia y su 
plazo mínimo. Asimismo, cues-
tionó la eficacia de una carta do-
cumento remitida por FranMar y 
afirmó que no existía constancia 
fehaciente de su recepción.  

La cámara descartó esos plan-
teos. Consideró aplicable el Có-
digo Civil Ley 340, porque era el 
ordenamiento vigente cuando 
fueron celebrados el contrato de 
franquicia, el 1 de noviembre de 
2012, y la posterior cesión a Betu, 
el 28 de abril de 2014.  

Aunque aquel código no regu-
laba la franquicia como contrato 
típico, nada impedía reconocer 
la validez del negocio como con-
trato innominado ni que las par-

tes acordaran libremente sus 
condiciones. 

 
Duración 
En particular, se señaló que podí-
an fijar una duración de tres años. 
Para el tribunal, esa estipulación 
no quedó modificada por la entra-
da en vigencia del CCCN. El artícu-
lo 7 establece que las nuevas leyes 
no tienen efecto retroactivo y que 
las normas supletorias posteriores 
no se aplican a contratos en curso 
de ejecución, con la excepción 
prevista para disposiciones más 
favorables al consumidor.  

La franquicia es un contrato de 
tracto sucesivo y duración conti-
nuada, pero esa característica no 
habilitaba a alterar retroactiva-
mente el plazo convenido.  

La alzada puso especial énfasis 
en otro fundamento que Betu no 
logró desvirtuar. Las cláusulas 
2.1 y 2.2 contemplaban expresa-
mente la posibilidad de renovar 
la franquicia por otros 24 meses, 
pero sometían esa opción a de-
terminadas condiciones: la fran-
quiciada debía encontrarse al día 
en sus obligaciones, realizar las 
inversiones necesarias y comu-
nicar a la franquiciante su volun-
tad de renovar hasta 90 días co-

rridos antes del vencimiento. Esa 
estipulación contractual no ha-
bía sido cuestionada.  

La jueza de grado había estable-
cido que Betu no demostró haber 
realizado actividad alguna desti-
nada a cumplir ese mecanismo. 
Más aún, la cámara observó que 
ese argumento central ni siquiera 
había sido atacado en la apelación. 
Si el recurrente cuestiona una par-
te del pronunciamiento pero deja 
sin rebatir un fundamento sufi-
ciente para sostenerlo, la decisión 
permanece firme sobre esa base.  

Por esas razones, el pronuncia-
miento concluyó que el contrato 
entre FranMar SRL y Betu SRL fi-
nalizó el 31 de octubre de 2015, sin 
que la franquiciada acreditara el 
ejercicio de la opción de prórroga, 
y ratificó que correspondía aplicar 
el Código Civil anterior y no el régi-
men de franquicia del CCCN. En 
consecuencia, rechazó el agravio 
de Betu y mantuvo lo decidido en 
ese aspecto. 

Determinan la rescisión de una  
franquicia, sin derecho a prórroga

La Corte Suprema de Justicia de 
la Nación (CSJN) dejó sin efecto 
la sentencia que había convali-
dado el cobro de la Tasa por Ins-
pección de Seguridad e Higiene 
(TISH) a una mutual de Pergami-
no (Buenos Aires) y ordenó dic-
tar un nuevo fallo, al considerar 
que una tasa exige una presta-
ción estatal concreta, efectiva e 
individualizada y que las inspec-

ciones realizadas después de ini-
ciado el juicio no bastaban para 
justificar el tributo cuestionado.  

Además, sostuvo que el monto 
recaudado debe guardar una rela-
ción razonable con el costo del ser-
vicio, sin que sea necesario demos-
trar que la carga resulta confiscato-
ria para poder impugnarla.  

El caso fue promovido por la 
Mutual de Ayuda entre Ferrovia-

rios Activos y Jubilados de la Fra-
ternidad Sección Pergamino con-
tra la Municipalidad de esa ciudad.  

La entidad planteó la inconstitu-
cionalidad de la TISH porque, se-
gún afirmó, el municipio nunca 
había prestado el servicio que 
constituía su contraprestación. 
También cuestionó la falta de pro-
porcionalidad entre lo abonado -
calculado sobre sus ingresos bru-

tos- y el costo global del servicio.  
En primera instancia se hizo lu-

gar a la demanda al considerar que 
la mutual estaba exenta por aplica-
ción de la Ley 20321. La Cámara de 
Apelaciones en lo Contencioso-
administrativo de San Nicolás 
(Buenos Aires) revocó esa decisión 
y la Suprema Corte de la Provincia 
de Buenos Aires rechazó posterior-
mente el recurso de la entidad. 

En particular, se consideró sufi-
ciente la existencia de una inspec-
ción municipal efectuada el 21 de 
octubre de 2016, pese a que ocurrió 
después de iniciado el proceso.  

La CSJN objetó ese razonamien-
to. Recordó que, cuando un contri-
buyente niega que el servicio haya 
sido efectivamente prestado, no 
puede imponérsele la carga de 
probar un hecho negativo de im-
posible acreditación.  

Es la autoridad municipal la que 
se encuentra en mejores condicio-
nes para demostrar las actuacio-
nes realizadas. En el expediente, 
precisamente, las constancias mu-
nicipales mostraban que la mutual 
recién había sido inspeccionada 
en 2016, lo que tornaba contradic-
toria la conclusión según la cual no 
estaba demostrada la ausencia de 
inspecciones durante casi cin-
cuenta años.  

 
Regla 

La CSJN reafirmó así una regla 
central de su jurisprudencia: “Al 
cobro de una tasa debe correspon-
der siempre la concreta, efectiva e 
individualizada prestación de un 
servicio” relacionado con el contri-
buyente.  

Añadió que la periodicidad 
constituye un atributo esencial pa-
ra garantizar que el servicio real-
mente sea prestado y evitar que la 
tasa termine convirtiéndose en un 
impuesto encubierto.  

También rechazó la idea de que 
las inspecciones regulares fueran 
contrarias al interés del adminis-
trado por aumentar sus posibilida-
des de ser sancionado. El control 
estatal en materia de seguridad e 
higiene procura proteger un inte-
rés general y debe realizarse inclu-
so respecto de quienes no hayan 
cumplido con el pago del tributo. 
La existencia meramente poten-
cial del servicio no reemplaza su 
prestación efectiva. 

El fallo abordó además el cues-
tionamiento sobre la cuantía. Ex-
plicó que su jurisprudencia exige 
una razonable vinculación entre lo 
recaudado y el costo global de las 
prestaciones directas e indirectas 
necesarias para organizar y brin-
dar el servicio. Aunque puede con-
siderarse la capacidad contributi-
va para distribuir el costo entre los 
obligados, ello no habilita a desna-
turalizar la tasa mediante una re-
caudación destinada a financiar 
actividades municipales ajenas.  

En ese sentido, se señaló que 
existen dos límites concurrentes: 
uno general, referido a que la re-
caudación no puede exceder irra-
zonablemente el costo global del 
servicio, y otro individual, destina-
do a impedir que determinado 
contribuyente soporte una carga 
exorbitante en relación con la 
prestación recibida. No es necesa-
rio llegar al extremo de acreditar 
confiscatoriedad para que proceda 
el control constitucional de la tasa.  

Con esos fundamentos, la deci-
sión, con voto coincidente de su 
presidente, Horacio Rosatti, hizo lu-
gar a la queja, declaró procedente el 
recurso extraordinario, dejó sin 
efecto la sentencia apelada, impuso 
las costas y dispuso que el expe-
diente regresara al tribunal de ori-
gen para el dictado de una nueva 
decisión conforme a esos criterios. 

La franquiciada no acreditó haber ejercido la opción 
de renovación en las condiciones pactadas  
y tampoco logró que se aplicara retroactivamente  
el régimen del Código Civil y Comercial
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